El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Asunto:                        Sentencia de segundo grado

Tipo de proceso:         Ordinario– Responsabilidad médica

Demandante (s):         José Artemo Castro Morales y otros
Demandado (s):          Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde S.A
Procedencia:
    Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira

Radicación:


   66001-31-03-005-2013-00244-01
Magistrado Ponente:   Claudia María Arcila Ríos

Temas:

       RESPONSABILIDAD MÉDICA/ VALORACIÓN PROBATORIA -HISTORIA CLÍNICA/ TARDANZA EN EL TRASLADO DE LA PACIENTE A OTRO CENTRO DE TERCER NIVEL DE COMPLEJIDAD/  FALTA DE PRUEBA CIENTÍFICA -/  AUSENCIA DE PRUEBA DEL NEXO CAUSAL/  CONFIRMA
Empero, carece el proceso de medios de prueba idóneos que permitan deducir con seguridad que la muerte de la señora Haydee se  causó por la tardanza en la remisión; tampoco, que de haberse realizado en otra fecha, ese fatal desenlace hubiese dejado de producirse.

Del extenso testimonio técnico rendido por el Dr. Germán Enrique Contreras Vargas, quien practicó la cirugía a la señora Haydee, no hay cómo deducir que el no haber sido remitida con anterioridad a la clínica para la cual labora, fue la circunstancia que le causó la muerte. En su versión dio cuenta de las razones por las que ese hecho se produjo, sin hacer referencia a una descuidada atención médica en la Unidad Clínica Cruz Verde, ni a la tardanza en el traslado a la Clínica La Sagrada Familia; sobre esos aspectos ni siquiera se le interrogó. Y la Dra. María Eugenia Gómez Candamil solo la atendió en sus últimos momentos de vida, después de practicado aquel procedimiento, sin que tampoco se le haya interrogado sobre la responsabilidad que se (…)
De acuerdo con esa jurisprudencia, las guías de atención y los protocolos para la atención de pacientes con dolor abdominal  agudo no resultan suficientes para declarar la responsabilidad reclamada, sin alguna otra prueba que los respalde y sin que un experto haya sido quien determine su desconocimiento por las entidades encargadas de brindar atención a un paciente.

Por tanto, ante la ausencia de prueba científica, tampoco puede hallar esta Sala la existencia de la relación causal en los documentos a que se hace referencia; su mera lectura tampoco permite deducir cuál ha debido ser el término en que debió producirse el traslado de la enferma al nivel III de atención, como se recomendó por la Clínica Cruz Verde, ni que hubiese sido la inoportuna remisión, como lo alega el impugnante, la que produjo la consecuencia fatal, se insiste.

(…)
Sostiene el recurrente que la sentencia que se revisa contiene una errada interpretación del testimonio rendido por parte del médico Germán Enrique Contreras Vargas que lleva a erróneas conclusiones, pues no es cierto que al ingreso de la paciente a la clínica La Sagrada Familia en la ciudad de Armenia no existieran signos de urgencia para cirugía, pues como consta en la historia clínica, la paciente no fue valorada a su ingreso por un especialista en cirugía general como lo indicaba la carta de remisión.

El referido profesional, en la declaración rendida, indicó que la paciente llegó estable y por eso se decidió practicar algunos exámenes, pero como su situación se agravó, decidieron luego practicar la intervención quirúrgica de manera urgente. Nada distinto dice el fallo impugnado.

(…)
Además, aunque los demandantes solicitaron una serie de dictámenes periciales que en su caso hubiesen aclarado la cuestión, ninguno de ellos se practicó y aunque el juzgado, al entrar en vigencia el CGP los autorizó para que los aportaran, a ello tampoco procedieron y en tal forma dejaron de atender la carga probatoria que les impone en la actualidad el artículo 167 de ese mismo código y con anterioridad el 177 del CPC.

(…)
En conclusión, del análisis individual o en conjunto de la prueba recogida en el proceso, no resulta posible concluir con certeza que la muerte de la señora Haydee tuvo como causa la mala praxis médica o la demora en ser trasladada de la Cínica Cruz Verde en esta ciudad, donde se le brindó atención inicial, a la Clínica la Sagrada Familia de la ciudad de Armenia, en la cual se le practicó la cirugía, luego de la cual falleció.

Por tanto, ante la ausencia de prueba de la relación causal como presupuesto de la responsabilidad que se endilga a las entidades demandadas, las pretensiones de la demanda estaban llamadas al fracaso.
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Proceso ordinario de responsabilidad médica
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Demandantes: José Artemo Castro Morales, Yinett Castro Loaiza, actuando en su propio nombre y en representación de su hijo menor Juan Pablo Castro Loaiza, Pedro Sebastián Murillo Castro, Hamilton Castro Loaiza en su propio nombre y como representante de su hijo menor Cristian Camilo Castro Abadía, Jeinny Castro Loaiza en su propio nombre y en representación de sus hijos menores Valentina Solarte Castro y Juan David Guzmán Castro
Apoderado: Carlos Humberto Ocampo Ramos, SUSTITUTA: Stephanie Peña Patiño (166)
Demandados: Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde S.A y Coomeva EPS SA.
Apoderados: Helena Henao Quiceno y Néstor Alejandro García Franco, respectivamente
Llamadas en garantía: Seguros del Estado por Cruz Verde y esta por Coomeva; Liberty por Coomeva.
Apoderado de Liberty: Héctor Jaime Giraldo

Apoderado de Seguros del Estado: Sandra Eneried Bedoya Parra
Procedencia: Juzgado Quinto Civil del Circuito

Sentencia de 1ª: Agosto 30 de 2017

Proyecto registrado el 31 de agosto de 2018
Fecha audiencia para leer el fallo: Septiembre 17 de 2018, 2 pm.
HECHOS: El núcleo familiar de la señora Haidee de Jesús Loaiza de Castro se encontraba integrado por los demandantes que son su esposo, hijos y nietos; la citada señora se encontraba afiliada al sistema general de seguridad social en salud en Coomeva EPS, como beneficiaria; el 13 de noviembre de 2011 ingresó al servicio de urgencias de la Clínica Cruz Verde con dolor abdominal; el 13 de noviembre de se le realiza ecografía de abdomen total y se diagnostica colelitiasis; el 14 del mismo es valorada nuevamente y se consigna en la historia clínica que presenta dolor más fuerte en la fosa iliaca izquierda y se encuentra pendiente colonoscopia; el 15  se consigna que se está preparando para ese examen, no ha podido hacer deposición y refiere mucho dolor abdominal; consigna otras anotaciones de la historia clínica; el 16 del mes citado, las condiciones de la paciente comienzan a deteriorarse; se le practica el examen y se diagnostica alta sospecha de “lesión infiltrativa y estenosante colon descendiente distal” y se recomienda TAC abdominopélvico contrastado CEA; el 17 se realiza ese examen, se concluye “hallazgos en relación con obstrucción intestinal al existir lesión a nivel del colon sigmoide en posible relación a proceso infiltratorio y/o proceso infiltrativo. Requiere complementación con colonoscopia”; el 18 es valorada por especialista quien diagnostica CA de colon izquierdo, la encuentra en mejores condiciones generales, sin dolor, pendiente resultado de patología; ese mismo día se obtiene ese resultado que descarta en principio una lesión cancerosa, estudio realizado en el laboratorio López Correa SA., transcribe el resultado y el diagnostico, este así: “mucosa de colon – lesión- biopsia inflamación aguda y crómica severa ver descripción microscópica”; el 19 es valorada por especialista quien solicita traslado a tercer nivel; como no se le remite, el 21, su hijo Hamilton Castro Loaiza instaura acción de tutela con el fin de que se le trasladara a una IPS idónea para que un oncólogo le realizara la colostomía, cirugía de extracción del tumor de colon, para salvar su vida;  ese mismo día es remitida a la Clínica la Sagrada de Familia en Armenia, ingresada a las 21:13 donde se desconocía su llegada, sus condiciones de salud y el objetivo de la remisión; el 22 es intervenida y el médico encuentra una catástrofe abdominal, peritonitis generalizada, liquido peritoneal fecaloide con presencia de gas, necrosis y perforación de las asas intestinales; en el diagnóstico preoperatorio se consignó “otras obstrucciones intestinales y las no especificadas” y en el postoperatorio: “tumor maligno de la unión rectosigmoidea”; después de la cirugía se decide enviarla por cirugía oncológica, se solicita estudios “el dia de hoy llevada laparotomía por cirugía general” y se consignan otras cosas en la historia clínica; el 22 fallece como consecuencia de un cuadro infeccioso generalizado que afecta sus funciones vitales, como consecuencia del grave proceso abdominal que desarrolló. El 1º de diciembre se obtienen los resultados del estudio anamopatológico del producto hemicolectomía derecha practicada en la clínica la Sagrada Familia que diagnóstica colon ascendente, ciego y segmento de ileón-lesión-hemicolectomía, inflamación aguda de ciego y apéndice local, necrosis del ciego y apéndice cecal, cistadenoma mucinosos de apéndice cecal y ganglios linfáticos sin metástasis.
Los convocados actuaron de manera negligente, faltaron a la celeridad que el caso requería; se ocasionó una demora injustificada para que se llevara a cabo la cirugía de colostomía, pues es claro que frente a lesión infiltrativa y estenosante de colon descendiente, era urgente la intervención quirúrgica, pero permitieron que la enfermedad avanzara al punto de provocar una peritonitis y causarle la muerte; los demandados interpusieron barreras y obstáculos administrativos para brindar la atención que requería la paciente, a quien se le privó de un tratamiento oportuno, todo lo cual implicó la pérdida de una oportunidad que agravó su pronóstico y le arrebató la oportunidad de vivir.
PRETENSIONES: Se declare responsables civil y solidariamente a los demandados y se les condene a pagar: a) daño a la salud a favor de la víctima por suma equivalente a 400 smmlv, que se distribuirán de acuerdo a la acción hereditatis, b) perjuicios morales en 100 de esos salarios para cada uno de los demandantes;  c) por la grave afectación a las condiciones de existencia 100 de esos salarios para el esposo de la víctima y 80 para los demás. Se solicitó además indexar tales sumas e imponer a los accionados las costas del proceso.
RESPUESTA CLÍNICA CRUZ VERDE: Aceptó los hechos de la demanda en los que se relaciona lo plasmado en la historia clínica; dijo no constarle lo que sucedió en la clínica de Armenia y negó aquellos en los que se le adjudica responsabilidad; se opuso a las pretensiones y formuló como excepciones de fondo las de ausencia de culpa, inexistencia de nexo causal, falta de legitimación en la causa por pasiva, inexistencia de solidaridad legal o contractual entre las codemandadas;  causa extraña; objeción al monto indemnizatorio de las pretensiones.
LLAMAMIENTO EN GARANTIA: Lo hizo a Seguros del Estado, con fundamento en un contrato de seguro, que se pronunció sobre los hechos de la demanda para decir que no le constaban; se opuso a las pretensiones y coadyuvó las excepciones de su llamante. En cuanto a ese llamamiento dijo oponerse porque debe tenerse en cuenta el condicionado del contrato de seguro, que es ley para las partes.  Propuso como excepciones de fondo las que llamó inexistencia de la obligación por inexistencia del siniestro; inexistencia de la obligación a cargo de mi representada por inexistencia de responsabilidad a cargo de la aseguradora unidad clínica quirúrgica Cruz Verde; carga de la póliza otorgada; literalidad de la póliza e inexistencia de la obligación.
RESPUESTA COOMEVA EPS SA: Aceptó parcialmente los hechos de la demanda, dijo que otros no le constaban y negó aquellos en los que le adjudican responsabilidad. Se opuso a las pretensiones. Como excepciones de fondo formuló las de total cumplimiento de las obligaciones a cargo de Coomeva, diligencia y cuidado, ausencia de culpa; inexistencia/rompimiento del nexo causal: causa extraña: fuerza mayor o caso fortuito; excepciones contra el monto de los perjuicios solicitados y la ecuménica.
LLAMAMIENTO EN GARANTIA A CRUZ VERDE: Con fundamento en la relación contractual existente entre ellas. La llamada interpuso recurso de reposición contra el auto que aceptó el llamamiento; la decisión se mantuvo; apeló, pero el recurso se declaró desierto y no respondió el llamado.

LLAMAMIENTO EN GARANTIA A LIBERTY SEGUROS S.A. Con fundamento en un contrato de responsabilidad civil extracontractual. El juzgado declaro precluida la oportunidad para que la llamada compareciera, pero con motivo de unos recursos interpuesos, ordenó tenerlo como coadyuvante.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 30 de agosto de 2018. Empezó por decir la funcionaria de primera sede que se estaba frente a un proceso de responsabilidad civil extracontractual porque los demandantes reclamaban los perjuicios que personalmente sufrieron con la muerte de la víctima. Se negaron las pretensiones de la demanda porque no se demostró que los médicos que atendieron a la paciente le hayan brindado una deficiente atención que le haya causado la muerte, pues la historia clínica no tiene notas de alarma que establezcan a gravedad de la enferma o  la anotación precisa de una emergencia quirúrgica; de la historia clínica no se establece un mal procedimiento, tampoco si este fue el adecuado, ni el tiempo en que debió practicarse la cirugía y otra serie de inquietudes que plantea al juzgado. Agregó que aunque la parte demandante solicitó unos dictámenes periciales, no los practicó y aunque se le dio la opción de traerlos, no lo hizo, y así incumplió la carga probatoria que debía asumir.
Valoró entonces los testimonios técnicos de los galenos Germán Enrique Contreras y María Eugenia Gómez Candamil, quienes brindaron atención a la enferma, el primero de los cuales la operó y en su versión también encontró la ausencia de responsabilidad.

Alegatos en 2ª instancia: “En contraposición a lo afirmado por la Juez de primera instancia en su sentencia existen suficientes elementos que prueban el retardo en la atención y en el proceso de remisión de la señora Haidee de Jesús Loaiza de Castro a un centro hospitalario de tercer nivel como se requería desde el día 17 de noviembre del 2011 y la incidencia directa de esa serie de retardos en su muerte constituyéndose sin lugar a duda en la causa adecuada de la misma, está claramente demostrado como consta en la historia clínica y lo reconoce la sentencia, la Juez de primera instancia que desde el 17 de noviembre del 2011 se tenía claro que la paciente cursaba con una obstrucción intestinal como se reportó en la colonoscopia realizada ese día la cual había sido ordenada 3 días antes y fue corroborado con el tac contrastado de abdomen realizado el 18 de noviembre del 2011, otra situación importante pero no decisiva en el manejo de la situación abdominal urgente en la paciente que era la obstrucción intestinal era la posibilidad de una lesión tumoral agregada.

También se encuentra demostrado que la causa fundamental de la remisión de la paciente al tercer nivel de atención se relacionaba directamente con el proceso de obstrucción intestinal como condición preponderante anexa a la sospecha de un posible cáncer, esto se prueba con la nota de remisión de la paciente diligenciado en la clínica Cruz Verde, que se allegó al proceso con la historia clínica en físico aportado por la clínica La Sagrada Familia folio 40 del documento aportado, en donde se indica que la causa de remisión era obstrucción intestinal más cáncer del colon sigmoide, la Juez de primera instancia confunde las dos situaciones, obstrucción intestinal y sospecha de cáncer de colon sigmoide, condiciones que si bien pueden tener una relación entre ellas, el manejo es por completo diferente pues la sospecha de un cáncer de colon requiere la ampliación del estudio para identificar con suficiencia el tipo de lesión e instaurar de ser el caso el tratamiento oncológico requerido y de otro lado la presencia de un proceso obstructivo intestinal claramente diagnosticado constituye una urgencia quirúrgica por sí sola, entidad nosológica con unos requerimientos  de diagnóstico y tratamiento completamente diferentes, conforme a los protocolos y guías de manejo que reposan en el expediente, toda vez que ponen en riesgo inminente la vida de la paciente, es decir el traslado y la práctica del procedimiento quirúrgico tal vez no eran urgentes para el manejo de la lesión de aparente origen tumoral en el colon sigmoide, pero si lo eran para el manejo y control de la obstrucción intestinal pues el riesgo de perforación intestinal, infección, peritonitis y necrosis de las asas como finalmente ocurrió era inminente, esta situación es la que confunde a la Juez de primera instancia. 

En caso de presentarse una obstrucción intestinal, la conducta medica debe ir orientada a impedir el avance de las complicaciones de esta como es el caso de la perforación intestinal y no como erradamente lo plantea la juez de primera instancia de identificar o ver la perforación intestinal para corregirla si no de evitarla para impedir sus efectos catastróficos en la cavidad abdominal, la información científica aportado con el escrito de la demanda con suficiencia habla de este tema, en el documento científico aportado al proceso como prueba documental 3.2.6 guías de práctica clínica basadas en la evidencia abdomen agudo asociación colombiana de facultades de medicina Ascofamed se indica lo siguiente, protocolo sobre dolor abdominal conclusiones sobre pacientes mayores de 60 años, es un paciente frágil por sus condiciones vitales, son pacientes que tienen mayor posibilidad de requerir una solución quirúrgica en cuadro, los síntomas son más vagos y las manifestaciones más atípicas, se recomienda manejo multidisciplinario, es importante un diagnóstico temprano. Recomendaciones sobre obstrucción intestinal, el diagnóstico es suficiente con rayos x con rayo horizontal, estudio que fue realizado el 17 de noviembre del 2011, si el cuadro de obstrucción intestinal persiste por más de 48 horas se recomienda el manejo quirúrgico por el riesgo de isquemia intestinal y necrosis intestinal, existe por parte de la señora Juez una errada interpretación del testimonio rendido por parte del médico German Henrique Contreras Vargas que le lleva a erróneas conclusiones, no es cierto que al ingreso de la paciente a la clínica La Sagrada Familia en la ciudad de Armenia no existieran signos de urgencia para cirugía, lo cierto es como consta en la historia clínica que la paciente no fue valorada a su ingreso por un especialista en cirugía general como lo indicaba la carta de remisión.

No es apropiada la idea de la intervención requerida asumida por la Juez de primera instancia pues claramente la intención de la remisión no era evidenciar oportunamente el momento de la perforación intestinal sino por el contrario evitar su presentación, no es cierto que una paciente con una catástrofe abdominal como la que presentaba la señora Haidee de Jesús Loaiza de Castro pueda no presentar signos clínicos que demuestren su estado, una cosa es que no se busquen adecuadamente por los profesionales a cargo y otra que realmente no existan.

Para la señora Juez de primera instancia la tardanza de 40 horas en el proceso de remisión de la paciente teniendo claro un diagnóstico de obstrucción intestinal y una necesidad definida por el especialista a cargo de su atención de un manejo de un tercer nivel de complejidad es algo sin mayor importancia y que justifica con una supuesta ausencia de clínicas de tercer nivel que recibieran a la paciente, información que no cuenta con ningún tipo de soporte probatorio.

Sobre la peritonitis que presento la paciente no es cierto como lo afirmo la Juez de primera instancia que no se relacione con la tardanza de la cirugía, debe tenerse en cuenta que el objetivo del manejo de una obstrucción intestinal es prevenir la perforación intestinal y la subsecuente peritonitis, nadie puede dudar de la importancia de prueba pericial para este tipo de procesos, pero también es cierto que no existe en nuestro país tarifa probatoria para estos temas, la usencia de una prueba pericial no puede ser suficiente argumento para abstenerse de realizar un análisis juicioso de los demás elementos probatorios que la libertad en este tema permite, en especial lo relacionado con las guías de manejo y protocolos que permiten con claridad dilucidar aspectos como los que se discuten en caso sub judice de ser así no tiene sentido acudir a una instancia judicial cuando la decisión del Juez va estar determinada exclusivamente por un dictamen técnico y no por el análisis juicioso de la totalidad de los elementos probatorios, es cierto que el tema técnico en este caso es complejo, pero más complejo se torna cuando nos negamos la oportunidad de realizar un esfuerzo intelectual para comprender a cabalidad el tema que se discute. 

Por todo lo anterior solicito honorable magistrada se revoque en su totalidad la sentencia que ahora se recurre y en su lugar se declare que los demandados son civilmente responsables de los daños y sufridos por mi representada, para lo cual deberán ser acogidas todas las pretensiones. Muchas gracias”.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpusieron los demandantes, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de agosto de 2018, en el proceso sobre responsabilidad médica que promovieron José Artemo Castro Morales; Yinett Castro Loaiza, actuando en su propio nombre y en representación de su hijo menor Juan Pablo Castro Loaiza; Pedro Sebastián Murillo Castro; Hamilton Castro Loaiza en su propio nombre y como representante de su hijo menor Cristian Camilo Castro Abadía; Jeinny Castro Loaiza en su propio nombre y en representación de sus hijos menores Valentina Solarte Castro y Juan David Guzmán Castro, contra la Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde S.A. y Coomeva EPS S.A.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación
2. Las partes están legitimadas en la causa, tal como lo dedujo el juzgado de primera sede en la sentencia que se revisa.

3. De acuerdo con los precisos límites que impone el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala establecer si está demostrada la responsabilidad que se endilga a las entidades  demandadas en la atención médica brindada a la señora Haidee de Jesús Loaiza de Castro y concretamente si incurrieron en conducta culpable, que haya sido la causante de su fallecimiento, pues el juzgado negó las pretensiones de la demanda al hallar ausente esos presupuestos de la responsabilidad.
4. De acuerdo con los alegatos formulados en esta sede, considera el apoderado de la parte actora que en el proceso sí están demostrados los elementos que echó de menos el juzgado, pues probado está que la muerte de la paciente se produjo por la demora en ser trasladada a un centro de atención hospitalario de tercer nivel. 

5. Sobre la culpa y el nexo causal, la doctrina y jurisprudencia vigentes, en el campo de la responsabilidad civil por el acto médico, han enseñado que puede producir responsabilidad para el profesional o la entidad que lo ejecuta y por ende, la obligación de indemnizar el daño que se llegue a causar al paciente, de incurrirse en fallas al emitir un diagnóstico o al ejecutar un determinado tratamiento, porque esa especie de responsabilidad, ya sea contractual o extracontractual, se rige  por el criterio de la culpa probada por tratarse de una obligación de medio, salvo cuando se asume de manera expresa la de obtener un determinado resultado que no se logra.

Al respecto dijo la Sala de Casación Civil de la CSJ, en sentencia  174 de 13 de septiembre de 2002, expediente 6199, reiterada en la SC7110-2017, del 24 de mayo de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villanova, en proceso con radicación 05001-31-03-012-2006-00234-01: 
“Como tiene explicado la Corte, “(…) [s]i, entonces, el médico asume, acorde con el contrato de prestación de servicios celebrado, el deber jurídico de brindar al enfermo asistencia profesional tendiente a obtener su mejoría, y el resultado obtenido con su intervención es la agravación del estado de salud del paciente, que le causa un perjuicio específico, éste debe, con sujeción a ese acuerdo, demostrar, en línea de principio, el comportamiento culpable de aquél en cumplimiento de su obligación, bien sea por incurrir en error de diagnóstico o, en su caso, de tratamiento, lo mismo que probar la adecuada relación causal entre dicha culpa y el daño por él padecido, si es que pretende tener éxito en la reclamación de la indemnización correspondiente, cualquiera que sea el criterio que se tenga sobre la naturaleza jurídica de ese contrato, salvo el caso excepcional de la presunción de culpa que, con estricto apego al contenido del contrato, pueda darse, como sucede por ejemplo con la obligación profesional catalogable como de resultado”
.

Constituye deber entonces para el médico actuar con diligencia y cuidado en la atención profesional que preste al paciente, con el fin de obtener su curación o mejoría, pero como por regla general su obligación es de medio, no de resultado, en caso de no obtener el que se espera solo se le puede atribuir responsabilidad en la medida en que se demuestre que incurrió en culpa por haber desatendido esos deberes.

En este caso, no aparece demostrado que las entidades demandadas hayan adquirido con la paciente una obligación de resultado; por tanto, ha de tenerse como de medio y por ende, correspondía a los actores demostrar la culpa que endilgan a las accionadas.
6. Obran en el proceso las siguientes pruebas, para lo que al caso  interesa:

6.1 La historia clínica de la señora Haidee de Jesús Loaiza de Castro (folios 53  70) que se abrió en la clínica Cruz Verde de Pereira, de la que se infiere que ingresó al servicio de urgencias de la Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde el 13 de noviembre de 2011, a las 09:29, con cuadro clínico de tres semanas de evolución, consistente en dolor abdominal en fosa iliaca izquierda que se irradia a hipogastrio, por lo que ha consultado varias veces sin mejoría, el día anterior se intensificó más; se le encontró en aparentes aceptables condiciones generales.
En la misma fecha, a las 13:53, es valorada por cirujano general quien anota que hace varias semanas viene presentado dolor en la fosa  iliaca izquierda de tipo cólico, acompañado de distensión abdominal y cambios en el hábito intestinal; ha consultado en varias oportunidades; buenas condiciones generales; abdomen doloroso en la fosa iliaca izquierda, parece palparse masa hacia el hipogastrio, se le hospitaliza para estudio.

Ese mismo día se le realizó ecografía de abdomen total ( f 57, 1); en el resultado se  indica que se observa hígado de forma, tamaño, contornos y ecoestructura normal, sin lesiones  focales o difusas en su interior; hacia el cuello de la vesícula biliar se observa imagen de cálculo de aproximadamente 2.7 cms; no hay dilatación de la vía biliar; páncreas, bazo y riñones de aspecto ecográfico normal; los grandes vasos abdominales no presentan alteración; no se observa líquido libre en la cavidad peritoneal y se concluye: “colelitiasis”.
El 14 de noviembre consigna el médico cirujano que la paciente manifiesta dolor más leve en la fosa iliaca izquierda, no ha tenido vómito, afebril, persiste dolor a la palpación en FII y en hipogastrio, pendiente colonoscopia. (folio 54).
En nota de evolución del 15 de noviembre, a las 6:00 horas, se indica que la paciente tiene pendiente colonoscopia, se está tomando la preparación para realizarla y bisacodilo, posterior a eso no ha podido hacer deposición, refiere mucho dolor abdominal en hipogastrio de moderada intensidad, sin emesis. Ese misma día es valorada en tres oportunidades más, con parecidas anotaciones, pero se le suspende buscapina (folio 54V).
El 16 se expresa que está en regulares condiciones generales, no se pudo hacer colonoscopia por preparación deficiente, no tolera la preparación oral, el examen se realizará ese día y se sospecha “lesión extenosante”. (f 59)
En esa última fecha se realiza colonoscopia total (f 59) con el cual se diagnostica alta sospecha endoscópica de lesión infiltrativa y estenosante colon descendente distal y se recomienda TAC abdominopélvico contrastado.

Este se realizada el 17 del mismo mes (f 60) y se concluye “hallazgos en relación con obstrucción intestinal a nivel del colon (palabra ilegible por estar perforado el documento) en posible relación a proceso inflamatorio y/o proceso infiltrativo. Requiere complemento con colonoscopia”.
En nota de esa fecha, sin hora, se plasma que no presenta cambios en su estado general, dolor abdominal intermitente, abdomen ligeramene distentido, no doloroso, peristaltismo normal, pendiente TAC abdominal y resultado A.P (f 55). Luego, a las 10.00, se consigna como diagnóstico lesión estenosante colón descendente.
El 18 se indica como diagnóstico CA de colon izquierdo, mejores condiciones generales, no ha tenido dolor, deposición líquida, abdomen blando, no distensión, TAC abdominal solo reporta lesión en colon, pendiente reporte de patología; en la misma fecha, a las 14:20, se dice que presenta dolor abdominal, abdomen blando distendido, peristaltismo aumentado, no irritación peritoneal, no sangrados, antígeno carcinoembrionario 13.26 ng/ml, TAC abdominal total contrastado: obstrucción intestinal lesión a nivel del colon sigmoide, inflamatorio vs infiltrativo y el 19 se anota que ese día está presentando dolor abdominal, no vómito, no ha hecho deposición, abdomen distendido, dolor a la palpación en FII y en hipogastriaperitaltismo aumentado y se solicita su traslado a tercer nivel. (f 55 v)
6.2 En la copia de la historia clínica aportada por la Unidad Clínica Cruz Verde (F 212 a 243), aparecen además de esas anotaciones, otras de enfermería; concretamente de los días 19, 20 y 21 de noviembre de 2011 (f 228 a 230) en las que se hace mención al traslado ordenado a la paciente al tercer nivel y se relacionan las comunicaciones que tuvieron con Coomeva para que les defina sitio de remisión; la primera de ellas el 19 de ese mes, a las 11 de la mañana, recibiendo como respuesta que no hay disponibilidad; la última, del 21 de noviembre a las 2:30, en la que consignan que  fue aceptada en la Clínica la Sagrada Familia de Armenia y que deben conseguir el servicio de ambulancia, el que obtienen para las 8:00 AM, hora en la que efectivamente sale con historia clínica y acompañada de familiar. No se tienen más anotaciones.

6.3 Copia de algunas piezas procesales que hacen parte de la acción de tutela que el 21 de noviembre de 2011 instauró el señor Hamilton Castro Loaiza, como agente oficioso de su madre Haidee de Jesús Loaiza de Castro, contra Coomeva EPS, con el fin de obtener de manera inmediata su traslado a la IPS idónea que cuente con oncólogo, profesionales necesarios y se le realice colostomía y la cirugía para extracción de tumor en el colon, pues su vida corre peligro ( f 72 a 75); del auto de la misma fecha, por medio del cual el Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira, al que por reparto correspondió el asunto, negó la medida provisional solicitada por considerarla improcedente (f 76); del proveído del día siguiente, después de ser informado el juzgado sobre el traslado de la enferma a la Clínica La Sagrada Familia de Armenia, en el que decidió, de oficio, ordenar a la entidad demandada adoptar las medidas necesarias para recuperar la salud de la demandante y de la sentencia proferida el 2 de diciembre de 2011, en la que se declaró improcedente la tutela por carencia actual de objeto derivada de un daño consumado, ante el fallecimiento de la demandante (F 84 a 89).
6.4 Copia de la historia clínica que se abrió en el establecimiento médico La Sagrada de Familia de la ciudad de Armenia (f 65 a 70 y 490 a 536), en la que se indica que ingresó la paciente el 21 de noviembre a las 9:15 AM, remitida de Cruz Verde de la ciudad de Pereira, por colonoscopia con alta sospecha de lesión inflitrativa y estenosante de colon descendiente distal, se tomó biopsia, TAC con relación de hallazgos a obstrucción intestinal, antígeno carcinoembrionario, paciente con deterioro clínico, se remite para cirugía oncológica, se solicitan estudios; el 22 de noviembre de 2011, a las 12:17, es llevada a laparotomía por cirugía general y se encontró líquido peritoneal fecaloide en abundante cantidad, salida de deumoperitoneo al abrir pared abdominal, peritonitis fecal generalizada, perforación del ciego con necrosis de tejido a este nivel, gran plastrón  en pelvis posiblemente por cáncer primario de recto; ingresa a la URI en malas condiciones  generales, choque séptico, falla orgánica múltiple; alto soporte vasopresor, reanimación por metas, paciente en  mala condición general, en condición clínica de no retorno a pesar de manejo médico instaurado, mal pronóstico vital a corto plazo y fallece a las 8:30 pm bajo asistencia médica; se envía a patología liquido peritoneal para gram cultivo y antibiograma, producto de hemicolectomia derecha. (f 65) y en informe anatomo patológico, del 1º de diciembre de 2011 se plasman como diagnósticos inflamación aguda de ciego y apéndice cecal; necrosis de ciego y apéndice cecal, cistadenoma mucinosos (mucocele) de apéndice cecal y ganglios linfáticos sin metástasis ( f 69 y70).
6.5 Declaró el Dr. Germán Enrique Contreras Vargas, cirujano general, quien labora en la clínica la Sagrada Familia de la ciudad de Armenia y quien intervino a la señora Haydee en ese lugar. Su  extenso relato puede resumirse diciendo que la paciente fue remitida de la ciudad de Pereira por un cuadro de obstrucción intestinal y una posible lesión infiltrativa rectal; al ingreso se encontraba estable y se pensó en completarle estudios, dentro de ellos una colonoscopia que finalmente se suspendió por el deterioro de su estado y se decidió realizar una cirugía de urgencia exploratoria; explicó que las causas de una obstrucción intestinal pueden ser muchas, pero al abrir el abdomen se encontró líquido peritoneal fecaloide en abundante cantidad, salida de neumoperitoneo que es gas en el abdomen; el ciego, que es la primera parte del intestino grueso, necrosado y con una perforación; lo secundario a eso es la peritonitis causada por la infección; también se encontró una posible masa de colon de recto por el aspecto de las lesiones, pero el diagnóstico definitivo se hace con la respectiva muestra que se envía a patología; explicó el procedimiento realizado e indicó que el abdomen se dejó abierto para revisar la cavidad abdominal dependiendo de la evolución de la paciente; en este caso ello no resultó posible porque después de la cirugía pasó a cuidado intensivo donde después de tomar algunas medidas, no se logró recuperar del estado de sepsis en el que se encontraba y falleció.

Dijo que es muy difícil encontrar la perforación y el necrosado del ciego a que se refiere, antes de la intervención, porque una evolución de esas varía mucho de un paciente a otro, dependiendo de sus condiciones; puede verse relativamente bien y tener  peritonitis, perforado, plastrón y muchas otras condiciones que el paciente no refleja en un examen físico; sino hay perforación ni suficiente contaminación como para que las mismas bacterias produzcan un gas de cantidad importante, no resulta fácil identificarlos de entrada en una radiografía; entonces, por simple sospecha, se proponen cirugías de exploración, así el paciente no este ni tan mal en los laboratorios, ni tan mal en los exámenes, ni tan mal en la frecuencia cardiaca y en este caso se realizó ante la evolución que tuvo la paciente, quien llegó bien y en el momento de deterioro se toma la decisión de proponer exploración.

Explicó que de acuerdo con la historia clínica, “…en el ingreso según lo que noto acá dan el tiempo de hacer estudios y de tratar de confirmar qué tipo de lesión puede haber para tratar de saber que manejo hay que hacer”,  pero, agregó, como su estado clínico se deterioró, pues se menciona en el documento referido hipotensión, frecuencia cardiaca alta, gases arteriales y  que entró en acidosis, se suspende la orden para colonoscopia y se decide tomar la opción más invasiva, en este caso, laparotomía.

También dijo que aunque en una colonoscopia aparezca la posibilidad de un cáncer y se confirme en la biopsia que es un tumor, de no tener obstrucción intestinal, ni abdomen agudo, ni  peritonitis, en primer lugar deben completarse estudios de extensión, exámenes que permiten ver qué tan avanzada esta la enfermedad, su localización y compromiso a distancia lo que permite conocer el pronóstico que puede tener el paciente y el tipo de tratamiento para ofrecerle, porque no todos se manejan con cirugía; existen otros procedimientos como quimioterapias o radioterapias.

Afirmó que de existir una obstrucción intestinal, la cirugía inmediata se practica de acuerdo con el estado del paciente; si se encuentra estable permite completarle estudios porque es mejor tener un paciente con diagnóstico patológico y con un tratamiento completo previo a cirugía y hacer eso en ese orden, salvo que tenga obstrucción intestinal completa, esté distendido, vomitando y   séptico, eventos en los cuales no da tiempo y debe operarse.

Al preguntársele sobre la causa de la muerte de la paciente, dijo que fue una asepsis de origen abdominal, causada por una perforación de ciego secundaria no se sabe a qué; pudo ser la  obstrucción intestinal, la infiltración tumoral y el mismo compromiso del tumor de recto, además de otros factores relacionados con la coagulación, obstrucción de arterias o venas de un segmento del intestino porque también se produjo la necrosis del ciego. Se le interrogó sobre si la paciente muere como consecuencia del tumor y dijo: “pues si el tumor tiene que ver con la obstrucción, con factores de hipercoagulabilidad, con inmuno supresión, es una serie de eventos que finalmente terminan en complicaciones intestinales como este caso por ejemplo.”

6.6 También declaró la Dra. María Eugenia Gómez Candamil, médica general,  quien brindó atención  a la enferma en la clínica La Sagrada Familia. Dijo, con fundamento en la historia clínica, que las únicas dos intervenciones suyas que hay en ese documento son las  de una nota de evolución y la de epicrisis, que puso después del fallecimiento de la paciente, porque primero está la atención asistencial y luego el protocolo institucional. Cuando comenzó  su turno, a las siete de la noche, el que termina a las siete de la mañana del siguiente día, la paciente ya había sido sometida a cirugía, estaba en malas condiciones generales y la atención que le prestó fue en sus  momentos finales de vida. Al preguntársele cuáles fueron los diagnósticos y la causa de la muerte que registró en la epicrisis, indicó que debe consignar las cosas de manera concisa y clara, sin que pueda extenderse mucho, deben ceñirse a los códigos que tienen, entonces anotó los diagnósticos importantes antes y después de severidad que van a conducir a la paciente finalmente al deceso y expresó que la causa primordial de este fue la peritonitis,  pero lo que la llevo finalmente a su desenlace fue la falla orgánica múltiple que produjo paro cardiaco secundario a choque séptico que viene de la peritonitis fecaloide, lo que produce en el organismo una serie de cascadas de inflamaciones, de infecciones que empiezan a llevar a colapso cada uno de los órganos del cuerpo que se denomina falla orgánica múltiple. Indicó que para determinar la causa de la peritonitis fecaloide tendría que revisar la historia clínica y referir lo que escribió el doctor Contreras porque ella no estuvo presente en la cirugía y en la epicrisis menciona las intervenciones que realizan los demás. Afirmó que en cuidados intensivos brinda toda la atención como médico de apoyo, acompañada siempre de un médico especialista de cuidado intensivo. Lo demás de su relato lo expuso con fundamento en la lectura de la historia clínica que se aportó con la demanda.
7.  No es objeto de controversia y lo acredita la historia clínica, que la señora Haydee de Jesús Loaiza de Castro ingresó a la Unidad Clínica Cruz Verde el 13 de noviembre de 2011 con dolor abdominal y después del tratamiento brindado en esa entidad y en la Clínica la Sagrada Familia de la ciudad de Armenia, falleció el 22 del mismo mes. En esas condiciones, puede decirse que está acreditada la existencia del daño cuya indemnización se reclama.
De ese mismo documento surge evidente que mientras estuvo hospitalizada en la clínica Cruz Verde se  le brindó atención médica que no puede calificarse de inoportuna, pues estuvo en continua observación y los exámenes recomendados por los médicos que la trataron, a fin de obtener un diagnóstico sobre el origen de sus dolencias, fueron todos practicados en la medida que fueron ordenados. Al respecto ningún hecho se relató en la demanda del que se infiera que ese deber fue incumplido, a pesar de que en ese escrito se hizo alusión a los obstáculos administrativos que pusieron las demandadas para suministrar una atención adecuada a la paciente.
8. Lo que sí se demostró fue que aunque desde el 19 de noviembre de 2011 se dispuso la remisión de la enferma a una entidad de tercer nivel, la misma solo se produjo el 21 siguiente a las 8 AM, según lo aduce la EPS demandada, por falta de disponibilidad de camas en las instituciones con las que tienen convenio.  Es decir, pasaron dos días aproximadamente entre aquella orden y su ejecución y en esa demora puede hallarse una conducta culpable de la referida entidad, pues la citada señora dejó de recibir el tratamiento que en ese lapso requería. 
De esa manera se desconoció el principio de continuidad en el servicio médico que consagra el artículo 153 de la ley 100 de 1993, según el cual, “Toda persona que habiendo ingresado al Sistema General de Seguridad Social en Salud tiene vocación de permanencia y no debe, en principio, ser separado del mismo cuando esté en peligro su calidad de vida e integridad.”  Y sobre el cual la Corte Constitucional, en sentencia T-016 de 2016, con ponencia del Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, dijo:

“Adicionalmente, esta Corte ha sido enfática en adoptar medidas que procuren la continuidad del servicio cuando con su suspensión se generen mayores traumatismos al cuadro clínico que padece el paciente. En ese sentido, la Sentencia T-227 de 2001, indicó:
“quien presta un servicio de salud no debe efectuar acto u omisión alguna que pueda comprometer la continuidad y eficiencia del servicio y, en consecuencia, comprometa o pueda llegar a agravar la patología de los beneficiarios.”

En efecto, el principio de continuidad es un “elemento definitorio del derecho constitucional fundamental a la salud”  y tiene un nexo inescindible con el mandato superior de confianza legítima, el cual supone que los pacientes esperan que los servicios que le han sido prestados no les sean suspendidos intempestivamente sin justificación jurídica válida.

Así las cosas, la interrupción de un tratamiento médico por razones presupuestales o administrativas vulnera los derechos fundamentales del paciente pues supedita su atención al cumplimiento de una serie de trámites burocráticos que obstaculizan su acceso al servicio lo que también atenta contra el principio rector de eficiencia del sistema.

Por tanto, la interrupción de un tratamiento médico no puede tener fundamento en razones contractuales, presupuestales o administrativas sino que solamente puede obedecer a razones jurídicas o médicas…”
Se reitera, en esa falta de  permanencia en el servicio de salud que se le venía prestando a la enferma, sin autorización médica y con fundamento en razones de tipo administrativo, de las que resultaba ajena la citada señora, se encuentra el elemento de culpa de la EPS demandada, responsable de indicar la entidad a la que debía hacerse el respectivo traslado, ya que además del principio de continuidad en la atención médica, desconoció los de accesibilidad y oportunidad que caracterizan el sistema General de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con el artículo 3º del Decreto 1011 de 2006, expedido por el Ministerio de la Protección Social.
En sentido similar se pronunció este Tribunal en sentencia del 13 de febrero de este año, con ponencia del Dr. Edder Jimmy Sánchez Calambás, en proceso con radicación 66001-31-03-005-2013-00177-01.

9. Empero, carece el proceso de medios de prueba idóneos que permitan deducir con seguridad que la muerte de la señora Haydee se  causó por la tardanza en la remisión; tampoco, que de haberse realizado en otra fecha, ese fatal desenlace hubiese dejado de producirse.
En relación con la forma de acreditar ese nexo causal, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia No.  6878 de 26 de septiembre de 2002, reiterada en otra del 13 de junio de 2014, con ponencia del Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, en expediente con radicación00800131030092007-00103-01. 

 “La verificación del nexo causal  no ha sido nunca tarea fácil en derecho, como no lo puede ser si se tiene en cuenta que aún en el ámbito de la epistemología ha sido un tema de continuo desarrollo y revisión alrededor del cual se ha generado un debate de dimensiones propias: el problema de la causalidad […] Para establecer ese nexo de causalidad es preciso acudir a las máximas de la experiencia, a los juicios de probabilidad y al buen sentido de la razonabilidad, pues solo éstos permiten aislar, a partir de una serie de regularidades previas, el hecho con relevancia jurídica que pueda ser considerado como la causa del daño generador de responsasbilidad civil. Sin embargo –ha sostenido esta Corte– ‘cuando de asuntos técnicos se trata, no es el sentido común o las reglas de la vida los criterios que exclusivamente deben orientar la labor de búsqueda de la causa jurídica adecuada, dado que no proporcionan elementos de juicio en vista del conocimiento especial que se necesita, por lo que a no dudarlo cobra especial importancia la dilucidación técnica que brinde al proceso esos elementos propios de la ciencia –no conocidos por el común de las personas y de suyo sólo familiar en menor o mayor medida a aquéllos que la practican– y que a fin de cuentas dan, con carácter general las pautas que ha de tener en cuenta el juez para atribuir a un antecedente la categoría jurídica de causa. En otras palabras, un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán ilustrar al juez sobre las reglas técnicas que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga. Así, con base en la información suministrada, podrá el juez, ahora sí aplicando las reglas de la experiencia común y las propias de la ciencia, dilucidar con mayor margen de certeza si uno o varios antecedentes son causas o, como decían los escolásticos, meras condiciones que coadyuvan pero no ocasionan…’ 
En el asunto bajo estudio no puede hallarse la existencia del nexo causal en las historias clínicas que se incorporaron al proceso,  pues carece del juez de conocimientos especializados en medicina que le permitan interpretarla para deducir aquel elemento de la responsabilidad. 

Del extenso testimonio técnico rendido por el Dr. Germán Enrique Contreras Vargas, quien practicó la cirugía a la señora Haydee, no hay cómo deducir que el no haber sido remitida con anterioridad a la clínica para la cual labora, fue la circunstancia que le causó la muerte. En su versión dio cuenta de las razones por las que ese hecho se produjo, sin hacer referencia a una descuidada atención médica en la Unidad Clínica Cruz Verde, ni a la tardanza en el traslado a la Clínica La Sagrada Familia; sobre esos aspectos ni siquiera se le interrogó. Y la Dra. María Eugenia Gómez Candamil solo la atendió en sus últimos momentos de vida, después de practicado aquel procedimiento, sin que tampoco se le haya interrogado sobre la responsabilidad que se endilga a las entidades demandadas en ese fatal desenlace. 
10.  Los argumentos del impugnante, de los que deduce la urgencia del tratamiento y aquel al que debió acudirse, se quedaron sin respaldo probatorio y por ende, no serán acogidos para demostrar el presupuesto de la responsabilidad médica que en este caso se halla ausente.

Se refirió además al incumplimiento por parte de las accionadas de los protocolos y guías de manejo para el dolor abdominal agudo, que reposan en el expediente (folios 90 a 118), por el riesgo de perforación intestinal, infección, peritonitis y necrosis de las asas como finalmente ocurrió.  Alegó que de acuerdo con esa prueba, los pacientes mayores de sesenta años son frágiles por sus condiciones vitales y tienen mayor posibilidad de requerir una solución quirúrgica; los síntomas son más vagos y las manifestaciones más atípicas; recomendándose manejo multidisciplinario y un diagnóstico temprano; que tratándose de obstrucción intestinal, si este persiste por más de cuarenta y ocho horas se recomienda el manejo quirúrgico por el riesgo de isquemia intestinal y necrosis intestinal. E insiste en que en este caso el diagnostico se obtuvo el 17 de noviembre del 2011.  

La  Sala de Casación Civil de la CSJ, en sentencia SC15746-2014, del 14 de noviembre de 2014, con ponencia del Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, proceso con radicación No. 11001-31-03-029-2008-00469-01, refiriéndose a las guías médicas y a la literatura de la misma naturaleza como medios probatorios respecto de los cuales el Tribunal de segunda instancia dijo no resultaban suficientes para demostrar la culpa de la parte demandada en proceso de responsabilidad médica, expresó:

“Incluso, como lo recalcó el juzgador «con todo y que con la demanda se haya allegado prueba documental, relativa a las guías de manejo para la apendicitis aguda, y alguna literatura médica, es claro que la interpretación de esa información debe estar mediada por un experto en la materia», lo que no implica una desatención o desfiguración de su contenido, sino que para darle pleno alcance era perentorio obtener un concepto especializado, que no se produjo en este caso.
Tal situación no es rebatida en el escrito de sustentación de esta vía extraordinaria, en la que se citaron dichos elementos como aportados pero sin que se individualizara la trascendencia de cada uno de ellos en la decisión cuestionada o en qué consistió el desatino del Tribunal al valorarlos…”
De acuerdo con esa jurisprudencia, las guías de atención y los protocolos para la atención de pacientes con dolor abdominal  agudo no resultan suficientes para declarar la responsabilidad reclamada, sin alguna otra prueba que los respalde y sin que un experto haya sido quien determine su desconocimiento por las entidades encargadas de brindar atención a un paciente.

Por tanto, ante la ausencia de prueba científica, tampoco puede hallar esta Sala la existencia de la relación causal en los documentos a que se hace referencia; su mera lectura tampoco permite deducir cuál ha debido ser el término en que debió producirse el traslado de la enferma al nivel III de atención, como se recomendó por la Clínica Cruz Verde, ni que hubiese sido la inoportuna remisión, como lo alega el impugnante, la que produjo la consecuencia fatal, se insiste.

Sostiene el recurrente que la sentencia que se revisa contiene una errada interpretación del testimonio rendido por parte del médico Germán Enrique Contreras Vargas que lleva a erróneas conclusiones, pues no es cierto que al ingreso de la paciente a la clínica La Sagrada Familia en la ciudad de Armenia no existieran signos de urgencia para cirugía, pues como consta en la historia clínica, la paciente no fue valorada a su ingreso por un especialista en cirugía general como lo indicaba la carta de remisión.
El referido profesional, en la declaración rendida, indicó que la paciente llegó estable y por eso se decidió practicar algunos exámenes, pero como su situación se agravó, decidieron luego practicar la intervención quirúrgica de manera urgente. Nada distinto dice el fallo impugnado.
De otro lado, lo relacionado con la falta de valoración por un especialista general cuando ingresó a la clínica La Sagrada Familia de la ciudad de Armenia, es hecho nuevo que no puede ser valorado para adoptar la decisión en esta sede. Hacerlo, lesionaría el derecho a un debido proceso de que son titulares las demandadas y que como fundamental consagra el artículo 29 de la Constitución Nacional.

Resalta el impugnante la importancia de prueba pericial en procesos de esta naturaleza, pero, agrega, no existe en nuestro país tarifa probatoria para estos temas y la ausencia de una prueba pericial no puede ser suficiente argumento para abstenerse de realizar un análisis juicioso de los demás elementos probatorios, en especial el  relacionado con las guías de manejo y protocolos que permiten  dilucidar aspectos como los que se discuten en este caso.
Ese razonamiento tampoco se comparte, pues de acuerdo con lo que se ha expuesto en esta providencia, en asuntos médicos como el que ahora  ocupa la atención de la Sala, de acuerdo con la jurisprudencia citada, se requieren pruebas técnicas para establecer el nexo causal, pues el juez carece de conocimientos en esa ciencia que le permitan establecerlo por su propia cuenta.

Además, aunque los demandantes solicitaron una serie de dictámenes periciales que en su caso hubiesen aclarado la cuestión, ninguno de ellos se practicó y aunque el juzgado, al entrar en vigencia el CGP los autorizó para que los aportaran, a ello tampoco procedieron y en tal forma dejaron de atender la carga probatoria que les impone en la actualidad el artículo 167 de ese mismo código y con anterioridad el 177 del CPC.
11. En conclusión, del análisis individual o en conjunto de la prueba recogida en el proceso, no resulta posible concluir con certeza que la muerte de la señora Haydee tuvo como causa la mala praxis médica o la demora en ser trasladada de la Cínica Cruz Verde en esta ciudad, donde se le brindó atención inicial, a la Clínica la Sagrada Familia de la ciudad de Armenia, en la cual se le practicó la cirugía, luego de la cual falleció.

Por tanto, ante la ausencia de prueba de la relación causal como presupuesto de la responsabilidad que se endilga a las entidades demandadas, las pretensiones de la demanda estaban llamadas al fracaso.
12. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará la sentencia que se revisa y se condenará a las demandantes a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, previa fijación de las agencias en derecho por esta Sala.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
F A L L A:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado  Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 30 de agosto de 2018, en el proceso sobre responsabilidad médica que promovieron José Artemo Castro Morales; Yinett Castro Loaiza, actuando en su propio nombre y en representación de su hijo menor Juan Pablo Castro Loaiza; Pedro Sebastián Murillo Castro; Hamilton Castro Loaiza en su propio nombre y como representante de su hijo menor Cristian Camilo Castro Abadía; Jeinny Castro Loaiza en su propio nombre y en representación de sus hijos menores Valentina Solarte Castro y Juan David Guzmán Castro, contra la Unidad Clínica Quirúrgica Cruz Verde S.A. y Coomeva EPS S.A.

SEGUNDO: Se condena a las demandantes a pagar las costas causadas en esta instancia a favor de los demandados, las que se liquidarán de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso. 
Por su pronunciamiento oral, las anteriores decisiones quedan notificadas en estrados.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY HERRERA GRISALES
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Viene (sentencia en proceso  2010-00042).
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� CSJ. Civil. Sentencia 174 de 13 de septiembre de 2002, expediente 6199. 
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